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Bogotá, Julio 19 de 2019

Señor
JUEZ CUARTO DEL CIRCUITO ADMINISTRATIVO 
Bogotá  

SIMPLE NULIDAD  
RADICADO:				2018-363
DEMANDANTE:	GLADYS CIFUENTES - SANDRA BOHORQUEZ
DEMANDADO:	DISTRITO CAPITAL BOGOTA 	

	
CAROLINA PEÑALOZA PINILLA, en mi condición de Procuradora 85 Judicial I, me permito presentar ante su despacho concepto de fondo dentro de la acción de la referencia: 

ANTECEDENTES 

Se instaura demanda en ejercicio del medio de control de simple nulidad con el fin de obtener la nulidad del Decreto No 565 de 2017, por medio del se modifica la política de humedales del Distrito Capital contenida en el Decreto Distrital 624 de 2007, en relación con la definición de recreación pasiva y usos en los humedales. 

Indica el demandante como hechos relevantes soporte de sus pretensiones, que la policlínica de humedales adoptada para el Distrito Capital surgió de una construcción conjunta entre la administración y la comunidad, siendo plasmada en el Decreto 624 de 2007. Sostiene que con la expedición de la norma objeto de nulidad, se cambia el concepto de recreación pasiva, permitiendo el uso de balones, cometas y bicicletas, así como la inclusión de obras duras, desconociendo con ello la política nacional de humedales y los criterios de manejo de áreas protegidas de interés para la biodiversidad. Advierte que en el año 2017, la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogota - EAAB adelanto un proceso de contratación para la elaboración del diseño detallado de componentes arquitectónicos, urbanísticos y paisajista en el borde norte del humedal Juan Amarillo, en aras de intervenir ese humedal y convertirlo en un parque ecológico. Finalmente, señala que el humedal con mejores indicadores de biodiversidad es la conejera, dado que en este se opto por un esquema de intervención sin áreas duras, lográndose un aislamiento del mismo. 

Por su parte, el Distrito Capital dio contestación a la demanda, indicando que no se observa un concepto de violacion que explique en qué consistió la infracción de cada una de las normas invocadas como desconocidas por el demandante. Sostiene que  la modificación contenida en el Decreto 565 de 2017 se origina por una contradicción evidenciada entre el Decreto 624 de 2007 y el Decreto 190 de 2004, pues este último permitía actividades dentro del concepto recreación pasiva que la política de humedales en su linea programática 3.1 prohibía, entre ellas la construcción de ciclo ruta, senderos para bicicletas, alamedas, plazoletas, luminarias y adoquines; por ende, lo que se hizo a través del decreto cuestionado fue acoplar el Decreto 624 de 2007 a la norma superior que trazaba la política distrital de ordenamiento territorial corrigiendo la irregularidad presentada. Advierte que los humedales no representan zonas de recarga acuífera, nacimientos de agua, ni áreas de importancia estratégica por ende no podría violarse ninguna de la normas que propenden por una protección  a estas zonas aludidas por el demandante, en especial el articulo 1 de la Ley 99 de 1993. Finalmente, indica que las mesas de humedales es un órgano consultivo que carece de facultad de oposición a una norma distrital. 

CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO
   
Conforme al objeto del litigio fijado por su despacho y al material probatorio allegado al proceso esta agencia se permite rendir el siguiente concepto de fondo: 
El presente litigio gira en torno a determinar la legalidad del acto administrativo censurado, atendiendo a los argumentos esbozados por el demandante, en los que se considera que la demandada desconoció los deberes y fines que le imponen los artículos 2, 8, 79 y 80 de la Constitución Política además de los contenidos en los numerales 1, 2, 4, 6, 8, 10,11 y 12 del artículo 1 de la Ley 99 de 1993, articulo 10 del Decreto 2372 de 2010, numerales 1, 2, 3, 7 y 11 de la Resolución 02988 de 2015, Decreto 624 de 2007 y Decreto 081 de 2014, materializado en los siguientes hechos:
Aprobar el Decreto 565 de 2017 sin contar con la participación ciudadana, en especial el concepto emitido por la Mesa de Humedales como instancia de concertación, discusión y apoyo en materia de políticas ambientales, considerando que se afecto la confianza ciudadana depositada en un pacto social que estuvo vigente por mas de 20 años relativo al manejo ambiental de los humedales.
Permitir la transformación del paisaje y afectación directa del ecosistema sin contar con estudios científicos que indiquen el impacto ambiental que se genera.
Incorporar elementos propios de la recreación activa como equipamientos duros, senderos para bicicletas y ciclorutas en el concepto de recreación pasiva desconociendo la política nacional de humedales, el uso permitido para estas áreas protegidas además del numeral 2 del artículo 3 de la Resolución No. 02988 de 2015 que propende por no incluir este tipo de obras en la recuperación de humedales, generando un grave perjuicio para el ecosistema que alberga especies únicas, residentes, migratorias y en peligro de extinción
Se desconoce que alcance tiene el término “mobiliario propio de actividades contemplativas” que obras incluye y cuál sería el impacto de las mismas.
En audiencia inicial celebrada el 14 de mayo de 2019, el despacho determino los siguientes problemas jurídicos a resolver: 
Incurrió el Distrito Capital de Bogota en el vicio de falsa motivación en el Decreto 565 de 2017, por cuanto se sustento en la premisa según la cual la estrategia 3 , línea programática 3.1., meta 1 del documento suscrito por el entonces DAMA y aprobada en el Decreto 624 de 2007, era contraria al Decreto 190 de 2004?
El Distrito Capital de Bogota al expedir el Decreto 565 de 2017 infringió las normas constitucionales, legales y reglamentarias relacionadas con la protección del ambiente y la preservación de humedales? 
En aras de resolver el primer cargo consistente en la falsa motivación del acto demandado, se procede a realizar las siguientes precisiones: 
Atendiendo a las facultades legales previstas en el artículo 38 del Decreto Ley 1421 de 1993 y el Decreto Distrital 190 de 2004, el Alcalde Mayor de Bogotá expidió el  Decreto 565 del 20 de octubre de 2017, por el cual se modifica la política de Humedales del Distrito contenida en el Decreto Distrital No. 624 de 2007, en relación a la definición de recreación pasiva y usos de humedales. La anterior modificación surge en virtud de la contradicción que a voces del Distrito surge entre el Plan de Ordenamiento Territorial - POT-, contenido en el Decreto 190 de 2004 y las acciones encaminadas a la recuperación de los atributos, funciones y dinámicas de los ecosistemas de humedal establecidas en la linea programática 3.1 contenida en la tercera estrategia denominada recuperación, protección y compensación señalada en el documento técnico “Políticas de Humedales del Distrito” y la definición de recreación pasiva consignada en el glosario, adoptado por el Decreto 624 de 2007, que dispone: 

“3.1.Recuperación ecológica.  

Meta 1 

Humedales del Distrito Capital en proceso de descontaminación y recuperación. 

Acciones:
 
(…)
 
El D.A.M.A. y las entidades distritales, con el apoyo de las organizaciones sociales, vigilarán y garantizarán que las intervenciones de recuperación de humedales -sean de iniciativa pública o privada- se adecúen a los criterios de conservación y protección, y que no incluyan el desarrollo de obras urbanísticas duras, tales como ciclo rutas, senderos para bicicletas, alamedas, plazoletas, luminarias y adoquinados. En todos los casos las intervenciones deberán valorar e implementar alternativas de bajo impacto ecológico”  (Subrayado fuera de texto).”

Que de igual manera, dentro del citado documento, en el glosario, se establece la siguiente definición para recreación pasiva, aplicable a los humedales:
 
"Recreación pasiva: Conjunto de acciones y medidas dirigidas al ejercicio de actividades contemplativas que tienen como fin el disfrute escénico y la salud física y mental, para las cuales sólo se requiere equipamientos mínimos de muy bajo impacto ambiental, como senderos peatonales, miradores paisajísticos, observatorios de avifauna y mobiliario propio de las actividades contemplativas”.

Por su parte, el Decreto 190 de 2004, estableció en su artículo 78 la definición de recreación pasiva en los siguientes términos: 
"Artículo 78. Definiciones aplicadas a la Estructura Ecológica Principal (artículo 12 del Decreto 619 de 2000, modificado por el artículo 77 del Decreto 469 de 2003)


(...)
 
2. Recreación pasiva: Conjunto de actividades contemplativas dirigidas al disfrute escénico y la salud física y mental, para las cuales sólo se requieren equipamientos en proporciones mínimas al escenario natural, de mínimo impacto ambiental y paisajístico, tales como senderos para bicicletas, senderos peatonales, miradores, observatorios de aves y mobiliario propio de actividades contemplativas”.

En consonancia con lo anterior, el artículo 94 del precitado decreto, determino que los humedales serian Parques Ecológicos Distritales al considerarlos áreas de alto valor escénico y/o biológico que, por ello, tanto como por sus condiciones de localización y accesibilidad, se destinarían a la preservación, restauración y aprovechamiento sostenible de sus elementos biofísicos para educación ambiental y recreación pasiva, identificando doce parques de humedal en Bogotá, que incluirían la zona de manejo y preservación ambiental (ZMPA), la ronda hidráulica y el cuerpo de agua, como una unidad ecológica, indicándose que su alinderamiento correspondería al establecido en los planes de manejo respectivos, contenido en los anexos correspondientes.

Por su parte, el artículo 96 del decreto referido, determino los usos que tendrían este tipo de parques, indicando como compatible el relativo a la recreación pasiva y como condicionados los referentes a senderos ecológicos, peatonales y para bicicletas, entre otros, así:
 
"Artículo 96. Parque Ecológico Distrital, régimen de usos (artículo 27 del Decreto 619 de modificado por el artículo 87 del Decreto 469 de 2003)
 
Esta categoría se acoge al siguiente régimen de usos:
 
1. Usos principales: Preservación restauración de flora y fauna nativos, educación ambiental.
 
2. Uso compatible: Recreación pasiva.
 
3. Usos condicionados: Centros de recepción, educación e información ambiental para los visitantes del parque: senderos ecológicos, peatonales y para bicicletas: dotacional de seguridad ligado a la defensa y control del parque: demás infraestructura asociada a los usos permitidos.
 
Los usos condicionados deben cumplir con los siguientes requisitos:
 
a. generar fragmentación de la cobertura vegetal nativa ni de los hábitats de la fauna nativa.
 
b. Integrar paisajísticamente la infraestructura al entorno natural.
 
c. No propiciar altas concentraciones de personas.
 
d. En los Parques Ecológicos de Humedal, los senderos para bicicletas sólo podrán ubicarse en el perímetro del Parque, dentro de la zona de manejo y preservación ambiental, y como cinta dura no podrán exceder un ancho de 1.5 metros.
 
e. En los Parques Ecológicos de Humedal, los senderos peatonales se ubicarán exclusivamente en la zona de manejo y preservación ambiental y como cinta dura no podrán exceder un ancho de 1.5 metros.
 
f. En los Parques Ecológicos de humedal sólo los senderos ecológicos y los observatorios de aves podrán localizarse dentro de la ronda hidráulica. Los senderos ecológicos serán de materiales permeables y no excederán un ancho de 1 metro.
 
g. Los senderos ecológicos tienen uso peatonal y fines educativos.
 
h. El Departamento Técnico Administrativo del Medio Ambiente definirá el porcentaje máximo de áreas duras que se podrán construir en la Zona de Manejo y Preservación Ambiental y en la ronda hidráulica.
 
i. La iluminación del sendero para bicicleta y el sendero peatonal, deberá estar dirigida hacia el exterior del parque ecológico de humedal.
 
4. Usos prohibidos: Agrícola y pecuario, forestal productor, recreación activa, minero industrial de todo tipo, residencial de lodo tipo, dotacionales salvo los mencionados como permitidos.
 
Parágrafo: La Vereda La Fiscala, dentro del Parque Ecológico Distrital Entrenubes, incluirá en su régimen de usos como compatibles el agroforestal y la agricultura orgánica en parcelas demostrativas para el ecoturismo y el sostenimiento de las familias de agricultores tradicionales allí asentadas, de conformidad con los lineamientos que el Departamento Técnico Administrativo del Medio Ambiente establezca en el Plan de Manejo de dicho parque (Subrayado fuera de texto).”

De la simple comparación de las normas aludidas, claramente se evidencia que la Política de Humedales contenida en el Decreto Distrital 624 de 2007, elimino la posibilidad de desarrollar obras urbanísticas duras, tales como ciclo rutas, senderos para bicicletas, alamedas, plazoletas, luminarias y adoquinados, restringiendo con ello un uso que de contera estaba señalado como condicionado en el Decreto 190 de 2004, sin que ello implique que la configuración de una contradicción o la alteración de una norma como erradamente lo argumenta el Distrito en la motivación del acto, pues precisamente dentro de los insumos normativos que se tuvo en cuenta al formular la política en mención se encuentra POT. 
En efecto, la Política de Humedales adoptada en el año 2004, responde a una necesidad latente de regular desde el ámbito técnico lo pertinente a los humedales existentes en el Distrito, haciendo efectivo lo consignado en el Decreto 190 de 2004 que si bien trazaba pautas generales para la incorporación de los humedales como ecosistemas estratégicos a la planificación del suelo urbano y rural, propendía porque el desarrollo e implementación de las mismas, fueran realizadas por la autoridad ambiental a través de su dependencia técnica, dada la complejidad del tema y la importancia que reviste para nuestro país su recuperación, protección y conservación. Su construcción implicaba articular las diversas normas de orden nacional e internacional que instaban a la protección, conservación y uso racional de estas áreas de singular valor ambiental, creando un plan estratégico para su conservación, restauración y manejo. Cabe recordar que nuestro país suscribió el Convenio de Diversidad Biológica (CDB), ratificado por la Ley 165 de 1994, comprometiéndose a elaborar estrategias, planes y programas nacionales para la conservación y uso sostenible de la diversidad biológica, así como integrar estos criterios a las políticas intersectoriales, de igual manera, se adhirió a la Convención de Ramsar,  tratado que propende por la conservación de los humedales y las aves acuáticas, fomentando la cooperación internacional en esta material, participación que fue ratificada en junio de 1998, e incorporado a nuestra legislación interna a través de la Ley 357 de 1997. 
Para el año de 1999,  la Séptima Conferencia de las Partes de la Convención de Ramsar aprobó los lineamientos para elaborar y aplicar políticas nacionales de humedales en aras de fijar objetivos para su conservación, fortalecer la coordinación y comunicación entre organismos gubernamentales, crear incentivos para su conservación, fomentar la participación de las organizaciones no gubernamentales y locales, entre otros; en aras de dar cumplimiento a las obligaciones consignadas en estos tratados, en el año 2002 el Ministerio de Medio Ambiente formula la Política Nacional para Humedales Interiores en la que establece principios y lineamientos básicos para el desarrollo de una gestión ambiental que contempla los componentes sociales, ambientales y culturales asociados con los humedales y demanda la “participación coordinada, articulada y responsable” de todos los sectores y grupos sociales, en cabeza del Estado. Tomando como derrotero esta política nacional, que armoniza los lineamientos de orden internacional contenidos en las convenciones mencionadas, las disposiciones constitucionales que establecen la necesidad,  protección y uso sostenible de la diversidad biológica del país, desarrollados por la Ley 99 de 1993, el Distrito adopta su política de humedales, tomando en consideración la legislación distrital que regula la materia, entre las que se incluye el Decreto 190 de 2004. 
El anterior recuento busca resaltar el ejercicio realizado por el Distrito para la expedición de esta política, que no surge de una labor improvisada o desprevenida, por el contrario toma como eje referencial la política nacional que a su vez deviene de un desarrollo normativo nacional, internacional y constitucional materializándola a nivel local soportada en un estudio técnico que a su vez es concertada con la comunidad.   
En ese orden de ideas lejos de desconocer las directrices y lineamientos trazados por el POT, considera esta agencia que la política contenida en el Decreto 624 de 2007 acogió su contenido delimitando su aplicación acorde con lo evidenciado en el ámbito técnico, en otras palabras, el POT contenido en el Decreto 190 de 2004, se estructuro bajo tres ejes básicos a saber: i. protección y tutela del ambiente y recursos naturales, ii. Infraestructura, movilidad y servicios públicos y iii. componente socio- económico, frente a cada uno de estos ejes implemento un marco general para su desarrollo; en torno al eje ambiental, este fue estructurado con los siguientes componentes: sistema de áreas protegidas, parques urbanos de escala metropolitana y zonal, corredores ecológicos y área de manejo especial del Rio Bogotá, dentro del primer componente se ubican cinco áreas de protección a saber, entre las que se incluyen los parques ecológicos distritales que a su vez se subdividen en parque ecológico de montaña y parque ecológico de humedales, no obstante la categorización mencionada, al tratarse de implementación de acciones, delimitación de elementos e incluso aplicación de definiciones como las contenidas en el artículo 78, fueron establecidas de manera general para toda la Estructura Ecológica Principal, determinando que sería la autoridad distrital ambiental la que armonizaría de manera conjunta con el Departamento Técnico e incluso en algunos temas con la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca su aplicación específica, como en efecto ocurrió.
Descendiendo al caso particular de humedales, si bien acogió en su totalidad el concepto de recreación pasiva, indicando que se consideraría un uso compatible para los humedales tal y como lo establece el Decreto 190 de 2004, considero que dentro de las acciones para adelantar en pro de recuperar y descontaminar los humedales era necesario excluir el desarrollo de obras urbanísticas duras, determinando que dentro de esta categoría se encontraba la construcción de senderos para bicicletas únicamente, dejando las demás que a manera enunciativa indico el artículo 78 del decreto en cita; no obstante en su línea programática 3.1. sostuvo que en todos los casos las intervenciones deberán valorar e implementar alternativas de bajo impacto ecológico, por ende atendiendo al numeral 3 del artículo 96 del Decreto 190 de 2004 que establece que los senderos para bicicleta corresponde a un uso condicionado al cumplimiento de una serie de requisitos establecidos por esta norma, implicando que si se armonizan las normas citadas se habilite la posibilidad de contar con este tipo de senderos en los parques ecológicos; las demás obras que en su momento la autoridad ambiental en su núcleo técnico considero como de tipo urbanístico duro (ciclo rutas, alamedas, plazoletas, luminarias y adoquinados) no están determinadas en ni en el artículo 78 ni el artículo 96 del mencionado decreto. 
En todo caso, tal y como lo señaló el juez al resolver la medida cautelar, la acción que consigna la línea programática como el concepto de recreación pasiva, previstos tanto en la política de humedales como en el POT, determina que las obras citadas se realizan a manera de ejemplo, pues el núcleo esencial en ambas definiciones es el condicionamiento a que el equipamiento a proveer, sea de mínimo impacto ambiental, encontrándose una perfecta armonía entre ambas normas, además de resaltar que el concepto de recreación pasiva  y uso consignado en la política distrital retoma lo consignado en la política nacional de humedales que formulo el Ministerio de Medio ambiente en su condición de organismo rector en el materia. 
Por las razones expuestas, se considera que la motivación señalada por el Distrito para efectuar la modificación aludida es inexistente pues la política de humedales contenida en el Decreto 624 de 2007  armoniza plenamente con el POT, delimitando ciertos aspectos que desde el punto de vista técnico considero relevantes en aras de cumplir con el propósito general que les asiste, pues de un concepto general, amplio y de aplicación vasta, dado que incluye la totalidad de componentes de la estructura ecológica principal, trazada por el Decreto 190 de 2004, lo limito para el caso específico de humedales. Adicional a ello, si bien esta limitación que en su momento realizo la autoridad ambiental frente al concepto de recreación pasiva y uso de humedales tuvo un soporte técnico además de una concertación social, no se advierte que la modificación que pretendió introducir a través del decreto objeto de nulidad contara con los mismos elementos o en su defecto se soportará en estudios técnicos que evidencien el cumplimiento de la meta señalada en la tercera estrategia de la estructura programática propuesta por la Política de Humedales, que propende por la descontaminación y recuperación del humedal Juan amarillo y Tibabuyes, entendiéndose que el alcance de la meta daría lugar al planteamiento de nuevas acciones bajo una línea estratégica distinta. 
En efecto, si lo pretendido por el Distrito era habilitar eventualmente la construcción de obras urbanísticas duras como las excluidas por la Política de Humedales, se pregunta esta agencia cuales son los lineamientos técnicos que le permiten desechar esta línea de acción que el mismo distrito planteo para recuperar los humedales en el año 2007 y que lejos de volverse más laxa en su aplicación con el paso del tiempo se torna a un más proteccionista, si se advierte que en el año 2018 la totalidad de humedales del Distrito registrados en el POT ingresaron a la lista del Convenio de Ramsar, demandando un mayor compromiso por parte de las autoridades ambientales en su recuperación y conservación. 
Revisado el material probatorio allegado al proceso con ocasión del decreto de pruebas realizado por el despacho en la audiencia inicial celebrada el 14 de mayo de 2019, consistente en certificar si para la expedición del Decreto 565 de 2017 se contó con estudios técnicos que lo respaldaran y de ser así los aportaran, se evidencia que no se contó con los mismos, pues solo se allego por parte de la entidad demandada la exposición de motivos que contiene consideraciones de orden jurídico, que en lo absoluto podrían rebatir la política de humedales adoptada en el año 2007.
En ese orden de ideas, a la pregunta formulada por esta agencia, en párrafos precedentes, se respondería de manera negativa, de cara a la única prueba de oficio requerida por el Juez y a la respuesta emitida por la entidad, obrante a los folios 390 a 399.
Es importante aclarar, que esta agencia no comparte lo indicado por la parte actora en lo relativo a que el Distrito incorporo elementos propios de la recreación activa como equipamientos duros, senderos para bicicletas y ciclorutas en el concepto de recreación pasiva, pues tal y como se advirtió, el concepto de recreación pasiva consignado en el POT determina como obras posibles acorde con este concepto las mismas que prevé la política de humedales, salvo la construcción de senderos para bicicletas que al igual que el sendero peatonal su uso se encuentra condicionado. 
Ahora bien en cuanto al alcance que tiene el término “mobiliario propio de actividades contemplativas”, que tipo obras incluye y cuál sería el impacto de las mismas, este es un elemento que también se encuentra consignado en la definición de recreación pasiva adoptado por la política distrital de humedales, que de nuevo, se resalta está condicionado a que su implementación sea de muy bajo impacto ambiental, no obstante la valoración de este aspecto deberá hacerla en su momento la autoridad ambiental desde el ámbito técnico correspondiente, por ende no se constituye en un aspecto nuevo que fuese incorporado por la norma cuya legalidad se cuestiona en esta instancia. 
En ese orden de ideas considera esta agencia del Ministerio Publico que se encuentra probado el vicio de falsa motivación alegado. 
Finalmente, se quieren hacer algunas precisiones en torno a la falta de concertación ciudadana en la aprobación del Decreto 565 de 2017, materializada en ausencia de convocatoria de la Mesa de Humedales como instancia de concertación, discusión y apoyo en materia de políticas ambientales, esta agencia coincide en su totalidad con los planteamientos realizados por el Despacho al resolver la medida cautelar solicitada; en efecto, el derecho de participación ciudadana, propende porque la comunidad pueda acceder de manera activa en todos aquellos asuntos que le generen afectación de sus intereses, sin que se limite al ámbito electoral, convirtiéndose en un actor fundamental a la hora de adoptar una decisión por parte de la administración, por ende, lejos de constituirse en una mera formalidad, otorga legitimidad y eficacia al actuar de la administración constituyéndose en un derecho de raigambre constitucional que tiene como fundamento principalmente los artículos, 2, 8 y 40 de nuestra Carta Política. 
Sobre este punto la Corte Constitucional ha indicado que la participación no sólo es un derecho si no es la expresión del principio democrático del Estado Social de Derecho, observando que bajo el marco jurídico actual no pueden existir espacios vedados para la participación ciudadana en las decisiones que afectan a la comunidad, derecho que se materializa a manera de ejemplo, en la construcción e implementación de acciones afirmativas, en el ejercicio del control político, en el procedimiento de decisiones que restringen derechos fundamentales o normatividad regulatorias de desarrollo, construcción de políticas sociales o de distribución de recursos etc, es decir que se consolida en una participación administrativa.
Lo anterior, demanda de la administración un actuar dinámico y diligente que garantice, promueva y materialice todos los canales de participación que pueden tener los miembros de una comunidad. 
Siguiendo con este derrotero la Corte Constitucional en decisión calendada el 30 de mayo de 2017, realiza un análisis sobre el derecho de participación en materia ambiental consagrado en el artículo 79 de la Carta Política, indicando que el mismo se erige como una garantía para resolver de manera adecuada los conflictos ambientales y generar consensos en las políticas públicas sobre la conservación de los ecosistemas implicando que los miembros de la sociedad tenga la facultad para pronunciarse sobre las decisiones ambientales que los perturban, escenario que incluye varias formas de participación como son política, judicial y administrativa, siendo en este último ámbito el que a través de instrumentos como la acción de tutela se pretende proteger por esta alta corporación en la decisión mencionada. 

Frente a los elementos esenciales de este derecho indico:

“La Constitución y los diversos instrumentos internacionales concretaron los aspectos esenciales de ese derecho como son: i) el acceso a la información; ii) la participación pública y deliberada de la comunidad. Inclusive, se reconoció el iii) respeto de las opiniones de los ciudadanos, de modo que el Estado debe tener en cuenta esos aportes al momento de decidir; y la iv) existencia de mecanismos administrativos y judiciales para la defensa de los anteriores contenidos normativos.”

Por su parte el artículo 1 de la Ley 99 de 1993, fijo algunos principios de la política ambiental colombiana, entre los que se resaltan los relativos a la participación ciudadana en estas temáticas, indicando en los numerales 10 y 12 lo siguiente: 
“Numeral 10º: La acción para la protección y recuperación ambiental del país es una tarea conjunta y coordinada entre el Estado, la comunidad, las organizaciones no gubernamentales y el sector privado. El Estado apoyará e incentivar a la conformación de organismos no gubernamentales para la protección ambiental y podrá delegar en ellos alguna de sus funciones.
Numeral 12 indicó que el manejo ambiental del país, conforme a la Constitución Nacional será descentralizado, democrático y participativo”.

Dada la obligación de orden constitucional y legal de proveer los canales y escenarios de participación suficientes y adecuados que garanticen a la comunidad un ejercicio activo de su derecho en materia ambiental de manera previa a la adopción de decisiones que puedan eventualmente afectarlos, el Concejo de Bogotá D.C., mediante Acuerdo 257 de 2006, señaló que la administración distrital adelantará su gestión acorde entre otros con el principio de democracia de la participación y  pluralismo, propiciando la corresponsabilidad y el control social, de conformidad con las disposiciones constitucionales y legales, en consonancia con el principio aludido, facultó al Alcalde para la creación de consejos consultivos con representación de organismos o entidades estatales y la partición de representantes del sector privado y organizaciones sociales y comunitarias que hayan manifestado su aceptación, con el propósito de servir de instancia consultiva de una determinada política estatal de carácter estructural y estratégico. Atendiendo a la anterior disposición, por Decreto 022 de 2011, se creó el Consejo Consultivo de Ambiente, como instancia asesora de la política pública ambiental del Distrito, dentro de la cual la ciudadanía tendría la posibilidad de canalizar sus iniciativas, con miras a que sean un elemento de la política pública ambiental, contribuyendo a la gestión pública del manejo de cuencas, humedales y quebradas de jurisdicción de la Secretaría Distrital de Ambiente.

Mediante el Decreto 575 de 2011 la Alcaldesa Mayor designada, reglamento lo pertinente a la organización y conformación de las comisiones ambientales, en aras de facilitar la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones y el fortalecimiento del control social, determinando que sería la instancia de coordinación que articularía las acciones de los actores estratégicos de las localidades hacia el fortalecimiento de la gestión ambiental local, bajo el principio de sostenibilidad, buscando el mejoramiento de las condiciones y por ende el de la calidad de vida de los habitantes; estas comisiones estarían conformadas por representantes del sector público y representantes de la comunidad teniendo como función principal formular, evaluar y realizar seguimiento de los planes ambientales locales en virtud de lo dispuesto por el Decreto Distrital 509 de 2009. Adicionalmente, la disposición en cita previó otro tipo de funciones entre las que se destacan el apoyo a la formulación implementación de políticas públicas distritales que incorporen o tengan injerencia en componentes ambientales de la localidad

En aras de fortalecer estos instrumentos de participación ciudadana en materia ambiental, se  dispuso incluir en el Consejo Consultivo de Ambiente, representantes de las comisiones ambientales locales, procediendo a expedir el Decreto 081 de 2014, señalándose entre otros aspectos relativos a su organización, su composición, forma de trabajo y funciones, destacándose que este consejo se manejaría a través de mesas de trabajo, que canalizarían las iniciativas provenientes de la comunidad y demás sectores interesados, encargándose de realizar las recomendaciones al sector ambiente que consideren convenientes, además de las estrategias para fortalecer la gestión del Distrito en esta materia. El articulo 9 indicó que se conformarían cinco mesas de trabajo a saber, entre las que se encuentra la mesa de humedales integrada por representantes del distrito, comunidad, organizaciones sociales entre otros, concibiendo estos espacios para la discusión, socialización y retroalimentación con la comunidad, organizaciones sociales, instancias locales y entidades distritales, sobre las diferentes estrategias e intervenciones en materia ambiental y la implementación de políticas ambientales o instrumentos de planeación ambiental en el Distrito Capital. 

El anterior recuento normativo permite evidenciar las siguientes conclusiones: 

El desarrollo a nivel distrital del derecho constitucional de participación en materia ambiental que le asiste a la comunidad en general, permitiendo que haya una interacción directa con las entidades distritales encargadas del manejo ambiental. 
Su convocatoria no es una simple formalidad que puede ser reemplazada con la publicidad del acto general ordenada por la Ley 1437 de 2011, como erradamente lo plantea el apoderada de la entidad demandada, por el contrario representa el canal idóneo previsto por el propio distrito para escuchar a la comunidad y permitir su participación actividad en la construcción de decisiones que eventualmente puedan afectarlos.
Por disposición del Decreto 081 de 2014, se conformó una mesa de trabajo específica para tratar el tema puntual de humedales, circunstancia que permite entrever la importancia que reviste esta temática y la necesidad de construir de manera armónica de la mano con la comunidad las políticas de orden ambiental, como en su momento se realizó con la expedición del Decreto 624 de 2007.  
Adicionalmente, se determinaron los temas específicos a tratar en esta mesa, entre los que se menciona la implementación de políticas ambientales, para el caso, la expedición del acto acusado, que indiscutiblemente implico una modificación a la política inicial adoptada, requería la socialización previa ante la comunidad.
De conformidad con el artículo 11 del Decreto 018 de 2014, una de las funciones de la mesa de trabajo es realizar un seguimiento a la implementación de las políticas ambientales relacionadas con la temática, para el caso particular, no se advierte que previo a la expedición del Decreto objeto de nulidad, se haya convocado a esta mesa o se consultara si existía algún seguimiento frente a los resultados generados con la implementación de la política de humedales en el año 2007.

En ese orden de ideas esta agencia considera que prosperaría el cargo atinente a la falsa motivación del acto demandado debiendo declararse su nulidad, resultando innecesario pronunciarse frente al segundo cargo planteado.

En los términos anotados me permitir rendir el presente concepto de fondo.

Cordialmente, 




CAROLINA PEÑALOZA PINILLA
Procuradora Judicial 85
Procuraduría 85 Judicial I Administrativa de Bogotá
Calle 16 No.4-65 Tel: 5878750 ext 13640
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Bogotá, Julio 19 de 2019 

 

Señor 

JUEZ CUARTO DEL CIRCUITO ADMINISTRATIVO  

Bogotá  
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RADICADO:    2018-363 

DEMANDANTE: GLADYS CIFUENTES - SANDRA BOHORQUEZ 

DEMANDADO: DISTRITO CAPITAL BOGOTA   

 

 

 

CAROLINA PEÑALOZA PINILLA, en mi condición de Procuradora 85 Judicial I, me 

permito presentar ante su despacho concepto de fondo dentro de la acción de la 

referencia:  

 

ANTECEDENTES  

 

Se instaura demanda en ejercicio del medio de control de simple nulidad con el fin de 

obtener la nulidad del Decreto No 565 de 2017, por medio del se modifica la política 

de humedales del Distrito Capital contenida en el Decreto Distrital 624 de 2007, en 

relación con la definición de recreación pasiva y usos en los humedales.  

 

Indica el demandante como hechos relevantes soporte de sus pretensiones, que la 

policlínica de humedales adoptada para el Distrito Capital surgió de una construcción 

conjunta entre la administración y la comunidad, siendo plasmada en el Decreto 624 

de 2007. Sostiene que con la expedición de la norma objeto de nulidad, se cambia el 

concepto de recreación pasiva, permitiendo el uso de balones, cometas y bicicletas, 

